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Con ello queda tambim respondida la11~ vulneración de la
interdicción de arbitrariedad 11 haberse discriminado a los trabaja­
dores del sector público respecto de los del sector privado. Más
bien, lo que ha venido a declarar Wues de efectos más bien
declarativos se trata) es el IOmetiDuento de los funcionarios
públicos 11 Rélimen Genera1 de Incompatibilidades establecido en
la Ley Generar de la Se¡uridad Social, Y que sólo sobre la base de
la interPretación llevada a cabo por los órganos administrativos de
la Seguridad Social no habia llegado a tener efecto~ aquéllos. El
ano 5"2 de la Ley 44/1983, no introduce, pues, una desigualdad, sino
que suprime una desiaualdad, carente ésta además de base norma­
Uva suficiente. Finalmente, de lo indicado le infiere también que
la norma impugnada no supone la privación de unos derechos
patrimoniales que sea contraria a las previsiones del art. 33.3 C.E.;
puesto que el arto 52.1 de la Ley 44/1983 viene a incidir sobre una
situación de hecho, no prantizada por el ordenamiento, sino
opuesta a sus previsiones, y que por tanto no~ dar lugar a un
derecho de carácter patrimonial a su mantemmiento, cuya priva­
ción deba ser objeto, como los recurrentes postulan, de indemniza­
ción. Por lo que procede excluir la violación que se aduce del art.
33.3 de la Constltución.

19. No puede aceptarse tampoco que el articulo impugnado
vulnere la interdicción de retroactividad contenida en el art. 9.3
e.E. Como SC'ñalábamos en nuestra STC 42/1986, de 10 de abril,
lo que se prohíbe en ese articulo es la retroactividad entendida
como incidencia de la nueva Ley en los efectos jurídicos ya
producidos de situaciones anteriores, de suerte que la incidencia en
los derechos, en cuanto a su proyección hacia el futuro, no
pertenece 11 campo estricto de la irretroaetividad, sino al de la
protección que tales derechos, en el supuesto de que ex~enten
a1guna vulneración, hayan de recibir (fundamento jurídico 3.°). En
consonancia con ello, procede excluir la presencia de efectos
retroactivos constitucionalmente prohibidos en el presente caso.
Primeramente porque la eficacia de la norma se proyecta hacia
situaciones futuras, sin pretender establecer efectos derivados de
una incompatibilidad pro praeterito, a partir de una fecha fijada
con anterioridad a la Ley. Y, correspondientemente, porque ni se
Vl:n afectados los derechos consolidados a la prestacion, ya que el
beneficiario puede continuar percibiéndola en las condiciones que
el art. 52 precisa, ni se priva a sus beneficiarios de las prestaciones
ya deVl:npda.s, cuya percepción no se excluye.

20. Queda por exammar, finalmente, la inftacción que se
aduce del articulo 35 C.E.

Sala Segunda. Recurso de amparo número
1.160/1985. Sentencia número 66/1987. de 21 de
mayo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doi\a Gloria llegué Cantón, Presidenta, y don Angel Latorre­
Segura, don Fernando Garda-Mon y Gonzá1ez-Reguera1, don
Carlos de la Vep Benayaa, don Jesús Le&uina Villa y don Luis
López Guerra, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.160/1985, promovidos por
«Marriot Barcelona, SoCiedad AnóniIna», representada por el
Procurador de los Tribunales don Santos de Gandarillas Carmona
y bl\io la dirección del Letrado don Manuel Alonso Gar~ contra
Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Central de TrabajO de 15
de octubre de 1985. Ha comparecido el Ministerio Fisc:al y ha sido
ponente el Magistrado don Luis López Guerra, quien expresa el
parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. Por escrito que tiene entrada en el Registro de este Tribunal
el dia 13 de diciembre de 1985, la Entidad mercantil «Mamot
Barcelona, Sociedad AnóniIna» representada por Procurador y
asistida de Letrado, interpone recurso de amparo frente a la
Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Central de Trabaio
(T.C.T.) de 15 de octubre de 1985, por entender que vulnera 10
dispuesto en el art. 14. de la Constitución. Fundamentos de hecho
y de Derec1l0 del recurso IOn los que se relacionan a continuación.

2. La recurrente, ellCllJ'llllda de los servicios del comedor de la
Empresa «Siemens, Sociedaa AnóniIna», fue demandada junto con
la Empresa «Se¡resa» -su antecesora en la atención de dichos
servicios- por doi\a Rosa MarIa Wenceslao Xavier, por despido,
que fue declarado improcedente por la Magistratura de Trabajo, en

Los recurrentes alegan que el arto 52 de la Ley 44/1983 impone
una «traba especiallo para el acceso a la función pública y para el
ejercicio de su derecho al trabajo y, sobre todo, a su libre elección
de profesión; el arto 52 afectarla al contenido esencil1 del derecho
al trabajo al imDedir desempeñar un puesto de trabl\io en la
Administración Pública a los ~tores de pensiones. Para el
Abopdo del Estado no hay tal infracción: De una parte, porque la
perce~ón de la pensión puede deferirse basta que aparezca la
neceSIdad (art. 41 C.E.); de otra, porque la percepción de la pensión
sólo se suspende mientras se mantiene la actividad laboral.

A este respecto, de acuerdo con ia misma lógica del recurso,
debe rechazarse la posibilidad de que, por los motivos indicados,
se vulnere el arto 35.5 de la C.E. 1?Or-e1 art. 52 de la Ley 44/1983.
En efecto, tal disposición no contlene previsión alguna que afecte
a la capacidad legal para desempei\ar un puesto de trabajo en la
Administracion Pública, y, si puede suponer una traba o dificultad
para ello es únicamente como efecto reflejo de la incomP.Btibilidad
con ese trabajo que se establece respecto de la percepción de una
pensión, y que, como se ha indicado, no se opone a los mandatos
constitucionales. Por lo que no cabe considerar que ese artícu­
lo introduzca un obstáculo ilegítimo al derecho reconocido en
el arto 35 C.E.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE J.,E CONFIERE LA CONSTITU­
aON DE LA NAClON ESPANOLA,

Ha decidido:

Desestimar el recurso interpuesto contra el art. 52 y la disposi­
ción adicional quinta de la Ley 44/1983, de 28 de diciembre.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintiuno de mayo de mil novecientos
ochenta y siete.-Firmado: Francisco Tomás y Valiente.-Gloria
Segué Cantón.-Luis Diez Picazo y Ponce de Le6n.-Antonio Truyol
Serra.-Femando García-Mon Gonzá1ez-RegueraJ.-Carlos de la
Vep Denayas.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel Rodriguez-Piñero
Bravo-Ferrer.-JesÚs Leguina Villa.-Luis López Gue­
rra.-Rubricados.

Sentencia de 21 de noviembre de 1978. La SentenCUI condena a la
Empresa cMarriot BarcelOllll¡ Sociedad AnóniIna» a su readmisión
o al abono de las indemmzaciones leplmente procedentes, 11
entender que la demandante de amflllI'O, al hacerse ClIJ'BO de los
servicios de comedor que antes prestaba «Searesa», se ha subropdo
también en los derechos y obli&aciones laborales de ésta, entre ellos
las derivadas del despido de ros trabajadores.

El Tribunal Central de Trabl\io, en Sentencia de 26 de febrero
de 1980, confirma la Sentencia de instancia, desestimando el
recurso de suplicación que la Empresa interpuso contra ésta
entendiendo existente la subrogación de la Empresa «Mamot
Barcelona, Sociedad AnóniIna», en los derechos y obli&aciones
laborales frente al personal enc:arpdo del comedor de la Empresa
cSiemens, Sociedad AnóniIna»,~ disponen el art. 18.2 de la
Ley de Relaciones Laborales de abril de 1976, yel art. 79 de la Ley
de Contrato de Trabl\io.

3. El 30 de septiembre de 1979 fue rescindido el contrato Q,ue
unía a cSiemens, ~edad Anónima» con la Empresa «Mamot
Barcelona, Sociedad AnóniIna», haciéndose cargo de los servicios
de comedor de aquella, sucesivamente, las Enipresas «Comefa»,
«Comlab» y «Mediterránea de Restaurantes, Sociedad AnóniIna»,
que presta servicios al momento de interponer la demanda de
amparo. Paralelamente! doi\a Rosa MarIa Wenceslao Xavier había
sido dada de baja por mcapacldad laboral transitoria el dia 26 de
agosto de 1977, J'.lIsando después a la situación de invalidez
provisional, e' iniciándose procedimiento para declararla en situa­
ción de invalidez permanente, declaración que fue desestimada por
Resolución del lNSS de 1 de junio de 1984.

Solicitada por la trabajadora la reincorporación al servicio y al
denegársele, doña Rosa María Wenceslao Xavier presenta
demanda por despido frente a «Comefa», cComlab», «Mediterrá­
nea de Restaurantes» y la hoy demandante de amparo. La
Magistratura de Trabajo núm. 14 de Barcelona, por Sentencia de 22
de noviembre de 1984, declara nuJo el despido y condena a
«Mamot Barcelona, Sociedad Anónima» a la readmisión de la
trabajadora o al abono de las indemnizaciones legales, porque las
Empresas que le sucedieron en la contrata, y, en especia! «Medite­
rránea de Restaurantes, Sociedad Anónima», ignoraban por com­
pleto la situación laboral de la señora Wenceslao Xavier «que no
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prestaba efectivamente servicios en el comedor correspondiente en
el plazo de cuatro meses anteriores a la asunción del serviciOlO, con
cita del anexo de colectividades del Convenio de Hosteleria de 1 de
mayo de 1982.

La hoy demandante de amparo interpuso recurso de suplicación
frente a la Sentencia de la Magistratura de Trabajo. que fue resuelto
por la del Tribunal Central de Trabajo de 15 de octubre de 1985.
La referida resolución judicial confirma en todos sus extremos a la
recurrida.

4. La Entidad recurreñte estima que la citada Sentencia del
Tribunal Central de Trabajo vulnera el art. 14 de la Constitución
Española (C.E.), pues trata de manera totalmente opuesta una
situación idéntica a la que sirvió de base a la de la Sentencia
del T.C.T. de 26 de febrero de 1980. y asl. mientras que en su
Sentencia de 26 de febrero de 1980. el T.C.T. condena a «Marriot
Barcelona, Sociedad Anónima» a readmitir a la trabajadora por
haberse subrogado en los derechos y obligaciones laborales frente
a los operarios encargados del servtcio de comedor de «Siemens,
Sociedad Anónima», no ha tenido en cuenta la Sentencia de 15 de
octubre de. 1985 -del mism,? Tribunal ~ ante las mismas~
que «Mamot Barcelona, Sociedad Anómma» ya no era la Entidad
encargada de los referidos servicios, habiendo sido sustituida y,
pese a esta sucesión. el T.C.T. ha condenado a ella por el despido
de la señora Wenceslao Xavier.

El hecho de que la aetora se hubiera encontrado en el periodo
anterior en situación primero de incapacidad laboral transitoria, y
después de invalidez provisional. no puede impli<:ar variación y
obstáculo sustancial mnguno en orden a la aplicación del principio
subrogatorio. habida cuenta de que en dichas situaciones el
contrato de trabajo permaneció suspendido, y no se extingue, con
lo que las obligaciones y derechos derivados de la sucesión de
Empresa permanecen en su absoluta integridad.

Por lo dicho, solicita la recurrente de este Tribunal que declare
la nulidad de la Sentencia de la Sala Segunda del T.C.T., de 15 de.
octubre de 1985, «y su ori¡inaria de la Magistratura de Trabajo'
núm. 14 de las de Barcelona».

5. Con fecha 15 de enero de 1986 la Sección SeJunda del
Tribunal Constitucional acordó conceder un plazo comun de diez
dias a la representación de la recurrente y al Ministerio Fiscal para
que alegasen lo que estimaran conveniente en relación con la
posible conveniencia de los motivos de inadmisión previstos en
los arts. 50. 1 a) y 50.2 b) de la Ley Or¡ánica del Tribunal
Constitucional (LOTC). El 5 de marzo del mismo ado, a la vista de
la alegaciones presentadas, la Sala Cuarta de este Tribunal acordó
admilÍ! a trámite el recurso de amparo interpuesto. as! como
requenr atentamente, y con carácter de urgencia al Tribunal
Central de Trabajo y a la M~stratura de Trabajo núm. 14 de las
de Barcelona para que remitan. en el plazo de diez días las
c;orrespondientes actuaciones. o.testimonio de·ellas,·'nf como pani'
que emplacen a quienes hubieren sido parte en el procedimiento,
para que en el plazo de diez días pudienm comparecer ea este
proceso constitucional. '

La Secci~n. acordó. por .providencia d,e 18 de junio de 1986.
tener por recibidas las menCiOnadas aettJaclones, as! como dar vista
de las mismas a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal. a fin de
que. en el p~o de veinte días, formularan las alegaciones que
esumasen pertinentes.

6. En su escrito de alegaciones, de 17 de julio de 1986, el
Ministerio Fiscal lleva a cabo primeramente una exposición de los
hechos del caso, destacando que la Empresa hoy recurrente,
«Marriot Barcelona, Soc:iedad Anónima» cesó en la concesión del
servicio de comedores de la Empresa «Siemens» el 30 de septiem­
bre de 1979, siendo sustituida por la Empresa «Comefil» desde el
1 de octubre del mismo afto. «Marrio!» envió una carta a
«Comefa» en la que adjuntaba relación de personal del servicio de
comedor que por subrogación pasaba a formar parte de la plantilla
de ClComefil». relación que inclula a la sedora Wenceslao entre
otras personas «Que causarán baja por agotamiento de la I.L.T.,..
Esta comunicación le fue enviada también a la sedora Wenceslao.
que firmó finiquito con «Marriot Barcelona, Sociedad Anónima» el
13 de noviembre de 1979 «por causar baja por agotamiento
prestaciones por I.L.T. y 1!!lsaJ' a situación de invalidez provisio­
nal». La Empresa ClComefi» fue sustituida por «Comlab» en los
servicios de comedor de «Siemens». cesando también «Comlab» en
enero de 1983. siendo sustituida por «Mediterránea de Restauran­
tes. Soc:iedad Anónima» desde el 17 de enero de 1983. La sedora
Wenceslao dedujo demanda laboral contra «Marriot». «Comefa».
«Comlab» y «Mediterránea de Restaurantes». que fue resuelta por
la Magistratura de Trabajo núm. 14 de Barcelona con Sentencia en
que, absolviendo al resto de las Empresas demandadas condenaba
a «Marrio!, Sociedad Anónima» a readmitir a la actora, negando
que se hubiese producido la sucesión de Empresas, con la consi­
lUÍente subrogación, que establece el art. 44 del Estatuto de los
Trabajadores. La Sentencia fue confirmada en suplicación por el
Tribunal Central de Trabajo.

EXl?uestos los antecedentes de hecho, pasa el Mmisteno Fiscal
a analtzar las cuestiones de Derecho que se proponen. indicando
que el derecho constitucional a la igualdad supone que un mismo
órgano jurisdiccional no puede, en casos i¡uales, modificar arbitra­
riamente el sentido de sus resoluciones. salvo cuando su aparta­
miento de los precedentes posea una fundamentación suficiente y
razonada. En el supuesto de autos, la Sentencia recurrida del T.C.T.
de 22 de noviembre de 1985, se compara con la dictada en 26 de
febrero de 1980. ambas pronunciadas por la Sala Segunda del
Tribunal Central de Trablijo. Se hace imprescindible determinar,
continúa el Ministerio Fiscal, si el supuesto fáctico de uno y otra
es sustancialmente idéntico, como determina una copiosa jurispru­
dencia del Tribunal Constitucional.

Es forzoso concluir que se da esa identidad, mantiene el
Ministerio Fiscal. En el pleito que finalizó por Sentencia de 26 de
febrero de 1980. la Empresa «Marri01:l!z.que sustituyó a la Empresa
«5egresa», entendió que la sedora wenceslao, en situación de
incapacidad laboral transitoria desde el 26 de agosto de 1977 no
debla considerarse integrada entre los trabajadores del servicio de
comedores en la que se habla subt"ogado «Marriot. Sociedad
Anónima»; y tanto la Magistratura de Trablijo como el Tribunal de
Trabajo establecieron que la sustitución y subrogación era plena, y
la sedora Wenceslao habla pasado a la plantilla de Marriot. LO
debatido en el l;lleito del que trae causa el presente recurso es
sustancialmente Idéntico. En este caso es «Marriot» quien solicita
se declare que la seftora Wenceslao, al ser sustituida «Marrio!» en
la concesión del comedor de «Siemens». pasó sucesivamente a las
plantillas de ClComefa», «Comlab» y «Meditem1nea de Restauran­
tes». petición qUe le denes6 la Sentencia ahora recurrida de la Sala
Segunda del T.C.T. En uno y otro pleito laboral se ha debatido el
problema jurídico de si la sucesión de las diversas Empresas a las
que «SiemenSlO arrendaba el servicio de comedores comportaba la
sub~ción en la absorción de los empleados que prestaban sus
serviCIOS en el citado comedor. El supuesto fáctico debe pues ser
considerado como sustancialmente idéntico.

La posición de la Sala, no obstante. varia. La Sentencia de 26
de febrero de 1980 al examinar la sustitución de «Segresa» por
«Marrio!, Sociedad Anónima» estima que se ha producido la
subrogación que regulan los arts. 18.2 de la L.R.L. de 1976 Y. el arto
79 de la Ley de Contratos de Trabajo de 26 de enero de 1984; en
cambio, la Sentencia recurrida, al examinar la sucesión en el
arrendamiento de «Marrio!», ..comefa». «Comlab» y «Mediterrá­
nea de Restaurantes» declara inaplicable a la misma el art. 44 del
Estatuto de los Trabajadores en el que se establece el principio de
sucesión empresarial y que. según la doctrina mayoritaria, supone
la continuación legal del art. 18.2 de la L.R.L. Pero además, se da
otro elemento que supone una diferencia de tratamiento. La
Sentencia recurrida .dec1al:aque.la señora Wenceslao, confirmando
el fallo de instancia, deberá ser admitida por «Marrio!, Sociedad
Anónima», puesto que al hacerse~ «Mediterránea de Restau­
rantes, Sociedad Anónima» del servicto de comedor. la trabajadora
no habia ocupado en los cuatro meses anteriores ninaÚD puesto de
trabajo efectivo en dicho servicio. Pero, indica el Ministerio Fiscal,
se está aplicando as! una norma, el Convenio de Hostelería de 1982
a la Empresa «Marrio!» que habla cesado en el arrendamiento en
1979; y no puede olvidarse que, en el caso anterior cuando
«Marrio!» accede a la concesión, la sedora Wenceslao se encon­
traba en situación de I.L.T. desde el 26 de agosto de 1977, por lo
que tampoco llevaba trabajando los cuatro meses requeridos, y pese
a todo. y por un mandato judicial, se la readmitió como de
plantilla.

Resumidamente. concluye el Ministerio Fiscal. el T.C.T. ha
calificado jurídicamente de forma diversa una misma relación
jurídica de sustitución empresarial, y ha aplicado un elemento
diferenciador (el Convenio de Hosteleria de 1982) de forma diversa
para «Marriot». Por lo que no parece justificado el tratamiento
desigual acordado. y en consecuencia, el Ministerio Fiscal interesa
se conceda el amJ)aI'O solicitado.

7. La represei!tación de la recurrente, en escrito de alepciones
con fecha de entrada de 21 de julio de 1986. manifiesta que se
mantienen los contenidos en la demanda y en el escrito posterior
en el trámite de inadmisión previsto en el art. 50 de la LOTe. Se
reitera en que las soluciones ofrecidas por las Sentencias del
Tribunal Central de Trabajo de que se trata son enteramente
contracfu:torias., cuando no existe ni variación de normativa, ni
razonamiento Jurisprudencial que justifiaue el cambio operado en
la decisión adoptada por el Tribitnal Central de Trabajo en su
segunda Sentencia, de 15 de oeutbre de 1985. objeto del presente
recurso. Tampoco es válido el arpunento utilizadó en el sentido de
que en el supuesto contemplado la única oblipcióD que tienen las
Empresas que sustituyen a otras en la titularidad de determinadas
concesiones de serviCiOS es la de asumir el personal de la anterior
que prestaba efectivamente sus serviciosdurante los últimos cuatro
meses en la concesión concreta. El art. 44 del Estatuto de los
Trabajadores no fija tal limitación temporal. Pero además, en el
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presen1e caso, no ba ~xistido ni siqui~ra ese periodo de cuatro
meses, toda vez que la mteresada no deJ.ó de pertenecer en ningún
momento ydesde que causó~a por enfermedad a la ~mpresa; en
~ co.~diClón si¡wó l!Is vicisltudes de ésta, y' al declararse su
sltuaclon. de. plena validez formuló su J!!:liciÓD de incorporación.
P~ col1SlgU1en1e, se dan las absolutas Identidades de situación y
sUjetos en el presente caso, para que el Tribunal Central de Trablljo
hubiera .resuelto co~ ~o a criterio ~tico, y no hubiera
IDtrodUCldo J?1'0~un~allll~ntos totalmente contradictorios, como lo
ha hecho, SID Justificación razonable en orden a la variación
expenmentada en sus decisiones. Todo lo cual supone una clara
infracción del principio de igualdad reconocido en el ano 14 C.E.
en cuanto !JI recurrente, por el mismo órgano jurisdiccional, y ante
una slluaCl~n de hecho absolutamente idéntica, ba sido tratada de
manera deslJU!ll Y'. por tanto, discriminatoriamen1e por la segunda
de las Sentenctas CItadaS. Por lo que suplica al Tribunal dicte en su
día Sentencia de acuerdo con lo pedido en la demanda.

Por ~ovidencia.de 13 de mayo de 1987 se señaló para
dehberac¡ón y votactón el dia 20 de mayo del mismo año.

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. La demanda de amparo formulada por «Marriot Barcelona,
Sociedad Anónima», se funda en la diferente aplicación de la Ley
que resulta de dos decisiones del mismo órgano jurisdiccional, las
Sentencias del Tribunal Central de Trabajo de 15 de octubre de
1985, y de 26 de febrero de 1980. Ambas Sentencias, se dice, versan
sobre casos sustancialmente idénticos y en ambas coincidieron, en
las mismas posiciones procesales, la hoy recurrente «Marriot
Barcelona, Sociedad Anónima», y la trabl\iadora de la Empresa
doña Rosa Wenceslao: y, no obstante, la Resolución de 1985
contradice claramen1e el criterio sentado en la anterior de 1980,
con la consiguiente vulneración del principio de igualdad ~rocla­
mado.en el art. 14 de la ~. E. Yque exige que en supuestos iguales
se aplique la Ley en la 1I1IS1I18 forma. Por ello, se pretende por parte
de la recurrente la declaración de nulidad de la Sentencia del
Tribunal Central de Trabajo de 15 de octubre de 1985, porque trata
de forma manifiestamente diferente el supuesto de hecho sobre el
que versa, en relación con el tratamiento que el mismo órgano
dispensó al que originó el proceso que finalizó con la Sen1encia
del T. C. T. de 26 de febrero de 1980.

2. Como este Tribunal ba señalado en repetidas ocasiones, en
referencia a la i&ualdad en la aplicación de la Ley (así, extensa­
mente en su src. 63/1984, de 21 de mayo, fundamento jurí­
dico 4.") el principio de igualdad consagrado en el art. 14 C. E.
vincula también a los Tribunales de justicia, y en esta faceta
implica que un mismo órgano no puede modificar arbitrariamente
el sentido de sus decisiones en casos sustancialmente igua1es, y que
cuando el órgano en cuestión considere que debe apartarse de sus
precedentes tiene que ofrecer para ello una fundamentación sufi­
ciente y razonable. De esta doctrina se deriva que, para poder
apreciar la presencia de una vulneración del priDCIpio de igualdad
se requieran dos requisitos: que sean iguales los IUgos sustanciales
que configuran jurídicamente los supuestos de hecho que entran en
la comparación; y, dada esa identidad, que el órpno Jurisdiccional
se haya apartado de sus criterios anteriores sin que resulte
justificado tal apartamiento, de forma que quede exclwda tanto la
arbitrariedad como la inadvertencia (STC 166/1985, de 9 de
diciembre de 1985, fundamento jurfdico 9."). Resulta necesario,
pues, en primer lugar, verificar si efectivamente, entre los supuestos
de hecho resueltos por la Sentencia que se impugna y la que se
aduce como término de comparación, se da la identidad necesaria,
en lo sustan~ para estimar que procedería res~ a eUas UD
tratamiento similar, a menos que se razonara y justificara el cambio
de criteriojuris~ y 1610 en tal caso, procedería examinar
si se encuentra Justificada o no la diferencia de trato producido en
aplicación de las normas.

3. En los dos casos resueltos por las Sentencias aducidas se
planteaban supuestos de hecho que pueden considerarse sustancial­
mente iguales en lo que le refiere a la sucesión de Empresas en la
concesión del servicto de comedor de «Siemens, Sociedad Anó­
n.ima». Efectivamente, y de lo que resulta de la demanda Y
actuaciones, la Empresa «Segresa», que desde 15 de octubre de
1975 era concesionaria del comedor de empleados de la factoria
«Siemens», cesó en tal concesión con efectos de 31 de aaosto de
1978, Yel4 de septiembre del mismo año le hizo car¡o del servicio
la Eml?resa «Mamo!», la cual, a su vez, cesó en la mencionada
concesión el 30 de septiembre del año siguiente, siendo sustituida
en ella por la Empresa «Comefil», a la que mc:edieron «Comlab.. y
«Mediterránea de Restaurantes». A los efectos que aquí interesan,
pues, resultan limiIares la sucesión de «Segresa» por «Marrio!» y
la de esta última por «Comefa»; y también resultan similares las
normas que rtlIIII1aban en cada momento los efectos relevantes del
cambio de tinilaridad de Empresa. Así, el art. 18.2 de la Ley de
Relaciones Laborales de 8 de abril de 1976, vilente en el momento

de dictarse la Sentencia que sirve de término de comparación,
disponía que «el cambio en la titularidad de la Empresa, o en un
centro autónomo de la misma, no extinguirá por sí mismo la
relación laboral, quedando el nuevo empresario subropdo en los
derechos y obligaciones del anterlono, y el art. 44.1 del Estatuto de
los Trabl\iadores, vigente en el momento de dictarse la Sentencia
que se recurre, es prácticamente idéntico al anterior. La identidad
de circunstancias señalada ba de apreciarse también en lo que se
refiere a la situación laboral de la soñora Wenceslao, ya que, tanto
en el momento de oroducirse la sustitución en la contrata del
servicio de comedor de «Segresa» por «Marriobo, en 1978, como en
el que se produjo la sustitución de eSta última por «Comefil», en
1979, el contrato laboral de la trabajadora se encontraba en
suspenso con más de cuatro meses de-anterioridad por encontrarse
aquélla en situación de incapacidad laboral transitoria en el primer
caso, e invalidez provisional en el segundo. Procede, pues, estimar
que se daban circunstancias similares en los dos casos que se
comparan, al resultar prácticamente idénticos el supuesto de hecho,
la situación de la tra~adora afectada y la normativa aplicada. Y
ello, no obstante, el Tnbunal Central de Trabl\io se pronunció, en
su Sentencia de 26 de febrero de 1980. Por fo que es necesario
examinar, a la luz de los mandatos constitucionales y la reiterada
doctrina del Tribunal Constitucional sobre esta cuestión, si la
divena aplicación de una misma normativa a supuestos esencial­
mente similares ba supuesto en este caso una vulneración del
principio de igualdad reconocido en el ano 14 de la Constitución
Española.

4. A este respecto es conveniente recordar que el Tribunal
Constitucional ha indicado en repetidas ocasiones que no puede
exigirse al órgano judicial un mantenimiento indefinido de sus
propios preceden!es, y que la posibilidad de modificar un criterio
previamente adoptado «constituye incluso exigencia ineludible de
la propia función judicial cuando aquél se considera posterior­
mente erróneo, pues el Juez está sujeto a la Ley Yno al precedente,
y está obligado por mandato constitucional a aplicar aquélla, es
decir, el sentido de la misma que reconozca como ajustada en el
momento de iuzgano (STC. 4911985, de 28 de marzo, fundamento
jurídico 2.°). Lo 9ue Impone, como es constante doctrina de este
Tribunal, el prinCIpiO de igualdad en la aplicación de la Ley es que
la diferencia de tratamiento en situaciones similares no sea
arbitraria, sino que resulte justificada ~r un cambio de criterio que
pueda reconocerse como tal, redUCIéndose la intervención del
Tribunal Constitucional mediante el amparo a constatar la exis1en­
cia del mismo (STC. 63/1984, de 21 de mayo, fundamento jurídico
4.°). Esta comprobación podrá resultar de la expresa mención que
el Juzgador lleve a cabo de sus precedentes, y su apartamiento de
ellos; pero será la existencia misma del cambio de enterio, y no sólo
su manifestación externa el factor a tener en cuenta para excluir la
violación del principio de igualdad. Por ello, será posible esa
exclusión, aún en ausencia de motivaciÓD expresa, si resulta
patente que la diferencia de trato se deriva de una variación en la
Interpretación de la Ley fundamentada y adoptada de forma
reflexiva por el Juzpdor, teniendo en cuenta sus propios preceden­
tes, de forma que la resolución finalmente dictada no aparezca
como fruto de un mero voluntarismo selectivo frente a los casos
an1eriores resueltos de modo diverso (STC. 48/1987, de 22 de abril,
fundamento jurídico 2.°). Y para ello debe considerarse como
de1erminan1e que la decisión adoptada lo sea como solución
genérica, es decir, válida no sólo para la resolución del caso en
cuestión, sino para decidir en la resolución de casos semejantes en
el futuro, como ya afirmamos en nuestro Auto 626/1985, de 25 de
septiembre.

5. En el presente caso, pues, es necesario verificar si la
diferencia entre las interpretaciones de la normativa aplicable
efectuadas por las Sentencias del Tribunal Central, de 15 de octubre
de 1985, Y de 26 de febrero de 1980 constituye una alteración
arbitraria en la aplicación de la Ley, o si responde a un cambio de
criterio jurisprudencial que excluya la vulneración del principio de
igualdad. Pues bien, a la vista de las consideraciones ex~uestas,
procede concluir que, si bien el Tribunal Central de Trabajo llega,
en circunstancias similares, a una conclusión distinta en su
Sentencia de 26 de febrero de 1980. ello resulta de una variación
en los criterios de interpretación de la 1epIidad, alteración que se
manifiesta fundada en consideraciones aenerales, y no meramente
relativas al caso conaeto a resolver, yque representa una respuesta
razonada a las~ones efectuadas durante el proceso, en las que
se inclu1aD referencias expresas a la resolución de t980, cuyos
criterios de deciJión ahora le modifican. En efecto, y como resulta
de las actuaciones, «Marriot, Sociedad Anóni1l1lllt, aludió expresa­
mente en sus alegaciones ante el Tn"bunal Central a la Sentencia de
26 de febrero de 1980, que fi¡ura en las actuaciones, planteando
también explícitamente la cuestión relativa a la sucesión de
Empresas prevista en el art. 44.1 del Estatuto de los Trabl\iadores
en el caso de cambio de titularidad, cuestión sobre la que se
pronuncia también extensamente el escrito de alegaciones de
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«Mediterránea de Restaurantes, Sociedad Anónima». la cuestión
que se plantea ante el Tribunal Central de Trabajo, tanto por la hoy
recurrente como por la Entidad codemandada en la instancia,
«Mediterránea de Restaurantes, Sociedad Anónima», es si el
citado arto 44.1 del Estatuto de los Trabajadores es aplicable al caso,
partiéndose de la existencia, y constanCia en las actuaciones, de su
resolución anterior. Y el Tribunal contesta expresa y fundadamente
en sentido negativo, expresándose en términos que claramente
integran una solución de tipo general, y no únicamente reducida al
caso a resolver. Señala así etJribunal que el citado precepto resulta·
«inaplicable al caso debatido, ya que no se trata de sucesión o
cambio de titularidad de Empresas, al ser cada una de las
codemandadas independientes entre sí, con personalidad jurídica
propia, y no han sido absorbidas ni sustituidas unas por otras», y
razona esa inaplicación desde una perspectiva general, manifes­
tando que los supuestos contemplados por el arto 44 del Estatuto
nada tienen que ver con «la normal sustitución que se produce
entre las empresas concesionarias de determinados servicios en la
titularidad de concesiones o arrendamiento otorgados por tereeros»
(fundamento jurídico l."). Si el Tribunal Central de Trabajo falla,
pues, en sentido distinto de la Resolución emitida por él mismo
cinco años antes, lo hace con ocasión de un proceso en que tal
resolución previa se ha puesto de relieve, y en que se ha vuelto a
plantear expresamente la cuestión allí resuelta; y el Tribunal
resuelve en forma que manifiesta un cambio de críterlo en la
interpretación de la norma aplicable, apreciando por un lado las
características del caso que se decide, y formulando, por otra parte,
una regla general aplicable en el futuro a casos similares. Ello

Sala Primera. Recurso de amparo número 647/1987.
Sentencia número 67/1987. de 21 de mayo.

la Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, don FranCISCO Rubio
Uorente, don Luis Diez Picaza y Ponce de León, don Antonio
Truyol Sena, don Eugenio Dlaz Eimil y don Miguel Rodríguez­
Piñero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo electoral núm. 641/1981, promovido
por Izquierda Unida, representada por el Procurador don Víctor
Requejo Calvo, y defendida por el Abogado don Gonzalo Gare!a
contra Acuerdo de la Junta Electoral de 'Zona de Málaga, de 11 de
mayo de 1981, relativo a la proclamación de candidatos para las
elecciones locales para el mUniciJ?io de Pizarra (Málaga).

Ha sido parte el Ministerio Fiscal.
Ha sido Ponente el Presiden1e don Francisco Tomás y Valiente,

quien expresa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

1. El día 18 de mayo pasado tuvo entrada en este Tríbunal
demanda de amparo formulada en nombre de don José Antonio
Cárdenas Peinado, a su vez representante general de Izquierda
Unida Convocatoria por Andalucía de la Provincia de Málaga y,
asimismo, representante de la candidatura de IUCA del MunicipIO
de Pizarra (Málaga), exponiendo, sustancialmente los siguientes
hechos:

a) mCA de Pizarra (Málaga) confeccionó una lista de candi­
datos inicial para las Elecciones Municipales de 10 de junio. Con
posterioridad, ~ antes del dia 4 de mayo, envió dicha lista inicial
a la Sede ProVIncial de Má1ap de mCA, para que procedieran a
su presentación ante la Junta Electoral de Zona de Málaga. En esta
lista no aparecía como candidato don José Dlaz Trujil1o. Más
tarde, en concreto el dla 1 de mayo, IUCA Pizarra modificó esa
lista inicial incluyendo en ella como núm. 3 al independiente José
Dlaz TrujiUo, con el consi~iente «corrimientOl> de un puesto hacia
atrás de los siJ.Uientes Integrantes de la lista, y la renuncia
simultánea del ultimo suplente Salvador Luises Gil.

b) la lista, ya modificada, fue depositada el mismo día 1 de
mayo en la Sede Provincial de IUCA Málaga para su presentación
por ésta ante la Junta Electoral de Zona de Má\aga, pero el día 4
de mayo, y por error en la Sede Provincial de mCÁ, fue ~sentada
ante la Junta Electoral de Zona de Málaga, la lista iniCial y no la
modificada. mCA de Pizarra tuvo conoclmiento del error al ver
publicada dicha lista errónea en el Suplemento del «Boletín Oficial
de la Provincia de Málaga», núm. 102, de fecha 1 de mayo de 1981,

excluye que la diferencia de trato respecto a la Sentencia de febrero
de 1980 resulte de una actuación arbitraria y discriminatoria del
Juzgador, en lo que se refiere a la apreciación de que no se produjo
la subrogación por cambio de titularidad en la Empresa prevista en
el arto 44.1 del Estatuto de los Trabajadores: y una vez establecido
por el Tribunal Central que no se produjo esa subrogación resulta
mnecesarío examinar las alegaciones referidas a la distinta aprecia­
ción de la situación laboral de la señora Wenceslao, por no ser
relevante para el fallo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR
LA AUTORIDAD QUG, LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por «Marriot Barcelona, Sociedad
Anónima».

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintiuno de mayo de mil novecientos
setenta y siete.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre
Segura.-Femando Qarcia·Mon Yo Gonzá1ez-Regueral.-earlos de la
Vega Benayas.-JesÚs Leguina VIlla.-Luis López Guerra.-Firmados
y rubricados.

cuya distribución no se efectuó hasta el día 11 de mayo de 1981,
imposibilitándose fisieamente la subsanación del error ya descrito
de conformidad con lo establecido en el art. 41.2 de la Ley Orgánica
de Régimen Electoral General (adjunta certificado del Secretario
del Ayuntamiento de Pizarra, haciendo constar que ~r mCA,
Pizarra, se le solicitó los días 8 y 9 de mayo la exhibición del
«Boletín Oficial de la Provincia» en el cual apareciesen publicadas
las listas de las Candidaturas para las Elecciones MuniCipales). En
el mismo certificado, el Secretario afirma Cl,ue a su poder llegó el
Suplemento del «Boletín Oficial de la Provmcia» numo 102, de 1
de mayo, en el que aparecian publicadas dichas listas, el día 11 de
mayo, mientras que el mismo Boletín núm. 102 al que aquel
Suplemento correspondía, de igual fecha le llegó el día 9 de mayo).

c) El mismo día 11 de mayo, la Junta Electoral de Zona de
Málaga proclamó la candidat1lra de mCA, Pizarra, errónea, no
habiéndose podido materialmente subsanar la lista inicial ya Cl,ue,
publicada la misma en el Suplemento, el flazO de subsanación
conclula el sábado. día 9. No obstante, e representante de la
candidatura se personó en la Secretaria de la Junta E1ectoral de
Zona de Málaga, el día 12 de mayo. con objeto de poner en
conocimiento del Secretario de dicha Junta, la presunta irregulari.
dad cometida en el proceso electora\, con la intención de buscar
una via de subsanación del error, indicándosele que dicha única vía
era la contencioso-electoral. Teniendo en cuenta que la Junta
Electoral de Zona de Má1aP. proclamó las candidaturas el dla 11
de mayo, dicha proclamación debla ser publicada en el «Boletín
Oficial de la Provincia», de fecha 12 de ese mismo mes, de
conformidad con el art. 47.S de la Ley OrgántR S/198S, de 19 de
junio. El representante tenia intención de recurrir en vía conten·
cíoso-electoral el acuerdo de proc1amación en el Jllazo de dos dias
señalado en el arto 49.1 de dicha Ley. El día 13 de mayo, y ante la
no distribución de los «Boletines» en los cuales apareciese publi­
cado la proclamación de candidaturas por el candidato núm. 1 de
IUCA, Pizarra, se requirió notarialmente al Regente de la imprenta
del «Boletín Oficial de la Provincia de Málaga», sobre los extremos
de publicación, impresión y distribución del «Boletíll» en los
diferentes plazos legales marcados al efecto. (No se adjunta la copia
que se dice del requerimiento notarial como documento núm. S).

d) El día 14 de mayo, el señor Cárdenas Peinado presenta ante
la Audiencia Territorial de Granada recurso contencioso contra la
proclamación de candidaturas y candidatos de las Elecciones
Municipales de 10 de junio por la Junta Electoral de Zona de
Málaga, recayendo Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Admi­
nistrativo de la Audiencia Territorial de Granada, de 16 de mayo
de 1981, desestimatoría del recurso, por 10 que se acude a esta vía
constitucional.

En la demanda de amparo se a1cp' que el conocimiento a su
tiemeo del «Boletlll» habría permitido una subsanación que la
distnbución tardía del mismo ha impedido. Entiende que se ha
producido una vulneración del art. 23 de la Constitución y, por
parte de la Audiencia, del art. 24 de la misma, por 10 que concluye
suplicando que se diete Sentencia declarando la nulidad del
Acuerdo de la Junta Electoral de Zona de Má1aga, de 11 de mayo


